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RV: Recurso de apelación Exp.760011102000-2019-01957-00 MPGUSTAVO ADOLFO
HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ

Secretaria Comision Seccional de Diciplina Judicial - Valle Del Cauca - Cali
<ssdisvalle@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 20/02/2023 16:57

Para: Maria Yazmin Caicedo Rivera <mcaicedor@cendoj.ramajudicial.gov.co>
RECURSO 

Yazmin Caicedo
Citadora

FAVOR ENVIAR ACUSE DE RECIBIDO. ¡GRACIAS!

ATENTAMENTE,

COMISIO� N SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA 
CARRERA 4 No. 12-04 OFICINA 105 PALACIO NACIONAL 
TELE� FONOS: 8980800 ext 8105-8106-8107
CALI, VALLE 

De: Andrés Flórez <andresflorezh@hotmail.com>
Enviado: lunes, 20 de febrero de 2023 3:14 p. m.
Para: Secretaria Comision Seccional de Diciplina Judicial - Valle Del Cauca - Cali
<ssdisvalle@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Recurso de apelación Exp.760011102000-2019-01957-00 MPGUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ
QUIÑÓNEZ
 

Cordial saludo remito recurso de apelación contra la sentencia N°0057 dentro del expediente de la
referencia inves�gado 

JULIO CESAR VALENCIA CARVAJAL 
Por favor confirmar recibido

ANDRÉS FLÓREZ HEREDIA
Abogado  derecho disciplinario, Especialista en derecho sancionatorio
Magister en derecho disciplinario
Cel: 3177782879
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GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 
 Honorable Magistrado 
Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca 
 
 
E.  S.  D. 
 

Referencia: Recurso de apelación contra la sentencia N°0057  
Disciplinado: JULIO CESAR VALENCIA CARVAJAL 
Radicación: 760011102000-2019-01957-00 

 
 

ANDRÉS FLÓREZ HEREDIA, identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de 

mi correspondiente firma, actuando como defensor de confianza del disciplinado el 

Doctor JULIO CESAR VALENCIA CARVAJAL, por medio de este oficio, estando dentro de 

la oportunidad procesal, presento recurso de apelación contra la sentencia N° 0057 del 

14 de diciembre de 2022, notificada vía correo electrónico el día 15 de febrero de 2023, 

sentencia que impone la sanción de SUSPENSIÓN EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN 

POR EL TÉRMINO DE TRES (03) MESES Y MULTA EQUIVALENTE A DOS (02) S.M.L.M.V, 

para el año 2019, por haber encontrado al investigado, responsable de haber incurrido en 

la falta contenida en el artículo 32 de la ley 1123 de 2007, consistente en: 

 

Injuriar o acusar temerariamente a los servidores públicos, abogados y demás 

personas que intervengan en los asuntos profesionales, sin perjuicio del derecho de 

reprochar o denunciar, por los medios pertinentes, los delitos o las faltas cometidas 

por dichas personas. 

 

Calificada como dolosa 

 

La inconformidad que motiva este recurso y que hace que esta defensa no comparta el 

criterio del Honorable Magistrado Ponente ni la de los Honorables magistrados que 

conformaron la sala radica en la existencia de varias irregularidades entre errores de 

valoración, de interpretación de conceptos y parcialidad de criterios. 

 

Afirma el Magistrado ponente: 

 

 Con esa recusación el abogado posiblemente no observó la mesura, la seriedad, 

ponderación y respeto en sus relaciones con los servidores públicos, porque él 

conociendo como se demuestra una causal de recusación, simplemente se limitó con 

una manifestación que le hizo un tercero a tratar de que el Juez se separará de las 
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actuaciones, haciendo una serie de aseveraciones sin fundamento y que como lo dijo 

el Tribunal concluyen es unas manifestaciones deshonrosas en contra el Juez Primero 

Promiscuo de Familia de Cartago Valle.1 

 

Para lo cual se limita a repetir lo consignado en la compulsa de copias siendo esto alejado 

a la realidad, ya que, si se observa el documento de recusación que originó esta 

investigación no se observa en ningún aparte el redactor realice estas afirmaciones y tales 

corresponden a la trascripción que hace el memorialista de unas conversaciones 

sostenidas con su señor padre, lo demás fue apreciación del magistrado encargado de 

revisar la solicitud de recusación, extraña el honorable Magistrado ponente se 

fundamente en manifestaciones que no reposan en el documento base de todo el proceso, 

soporte de la compulsa de copias y de toda la investigación en general, como si no lo 

hubiera tenido en cuenta o valorado, también resulta extraño que, al menos en lo que 

aparece en el link del despacho no se observe este documento, situación que hace 

imposible se determine el contenido del mismo con la seguridad que afirma el ponente, 

documento que solicito sea revisado para que se verifique no contiene lo que el señor 

Magistrado afirma, por tal razón y no como prueba nueva debido a que ha hecho parte de 

todas las actuaciones  aunque extrañamente no aparezca en el archivo en línea, anexo a 

este recurso  el escrito de recusación presentado, escrito que además no es suscrito por 

mi defendido quien se limitó a coadyuvar  al memorialista quien fue el señor PABLO 

GARCIA como bien lo manifiesta en declaración ante el Magistrado ponente, en toda la 

redacción  y encabezado se observa que quien lo suscribe es PABLO GARCIA no  JULIO 

CESAR VALENCIA CARVAJAL, como lo pretende hacer ver el honorable Magistrado, 

atribuyendo un escrito que no es de su autoría y que de serlo no contiene las afirmaciones 

que asegura el ponente.. 

 

Continúa manifestando el honorable Magistrado que: 

 

La afirmación que hace de que el señor Juez tenía interés en ese proceso y que eso 

devenía del hecho que él padre era amigo cercano del padre del testigo interesado en 

la interdicción, resulto inexistente toda vez que, como lo acreditó el Juez Bernardo 

López él era hijo extramatrimonial y no se le demostró bajo ninguna circunstancia 

ese parentesco que se pretendió hacer alusión, tampoco el interés que pudiera tener 

el Juez o en su defecto la asesoría que este supuestamente le brindó a el padre de los 

interesados cuando no existe sino una simple manifestación que resulta extraña 

después de haberse presentado la demanda y luego haberse inadmitido, cuando lo 

lógico era que de ser verdad esa circunstancia se hubiera hecho la respetiva 

manifestación ante el Juez en su momento, pero resultan entonces meras 

                                            
1 Ver folio 16 de la sentencia 0057, apelada 
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elucubraciones, citas inexistentes porque no hay un fundamento legal para ello. 

Conforme a ello desde el punto de vista de la legalidad o tipicidad su conducta o 

comportamiento puede estar descrito el articulo 33 numeral 10.2 

 

Con lo que nuevamente se realizan manifestaciones que no corresponden a la realidad 

procesal contenida en el documento de recusación ya que en él en ningún momento se 

hacen estas acusaciones de forma directa y de interpretarse de este modo debe tenerse 

en cuenta que estas no pueden ser atribuidas a quien no redactó el documento, a quien 

máximo s ele puede atribuir el haber respaldado el documento más no haberlo creado. 

 

Desestima los argumentos de la defensa, manifestando el Magistrado que el hecho que 

una persona diga haber gestionado para que un negocio jurídico lo conozca un 

determinado funcionario judicial y que luego de presentada la demanda así sea no le 

parece irregular, que el que se haya dado tramite en tiempo record (dos días) es un acto 

de celeridad que debe aplaudirse al juez en vez de reprocharse3, cuando lo normal era que 

ese mismo despacho tardara aproximadamente 6 meses en realizar esas actuaciones en 

los procesos que le correspondía conocer, situación que es de público conocimiento pero 

no quedó acreditada en el proceso debido a que el honorable magistrado solicitó la 

estadística del despacho pero misteriosamente luego desistió  de esa prueba, sin que la 

defensa técnica de ese momento hiciera la respectiva solicitud de insistir en la misma, que 

el hecho que la Juez que con posterioridad conociera las actuaciones las revocara en su 

totalidad por encontrarlas irregulares le parece al honorable Magistrado lo más normal 

del mundo. 

 

EL ponente afirma mi representado desprestigió al honorable e impoluto Juez sin admitir 

la postura de la defensa, pretendiendo quizá guardar el buen nombre de la administración 

de justicia y del funcionario como tal, buen nombre, llegando incluso a afirmar que “es 

posible el juez se haya equivocado, pero aquí no se está investigando al juez sino al 

abogado” desestimando todos los elementos que indicaban la solicitud de recusación 

estaba plenamente fundamentada. Las “presuntas” actividades irregulares del honorable 

juez eran de público conocimiento y su imagen no requería de una solicitud de recusación 

para empañarse, así fue que a raíz del trámite iniciado con Numero único de noticia 

criminal N° 761476000171202000527 ante la Fiscalía seccional 44 CAIVAS de Cartago 

Valle del Cauca, el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías, 

ordenó la captura del entonces Magistrado Bernardo López (Ver noticia en: 

https://www.eltiempo.com/justicia/cortes/abuso-sexual-capturan-a-magistrado-de-

barranquilla-bernardo-lopez-712834) publicándose en los principales medios :  

 

                                            
2 Ver página 17 de la sentencia N°0057 
3 Ver folio 46 de la sentencia N°0057 
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Proceso en el que fueron capturados varios funcionarios de la Rama Judicial Cartago, 

implicados en el reparto principalmente, donde “presuntamente” por actuar de forma 

irregular en los procesos exigían dineros y pagos en especie, en este caso favores sexuales 

de menores, en el caso concreto en que se capturó a Bernardo López fue por 

“presuntamente haber abusado de una menor de 9 años cuando el padre de la menor la 

ofreció en pago”. Siendo respetuoso con todos aquellos honorables funcionarios judiciales 

que son honestos, no creo la imagen del Juez Bernardo López sea el ideal del Juez a 

defender y aunque no se esté investigando en el presente proceso al Juez, sus actuaciones 

públicas evidencian su posible comportamiento indebido. 

 

Referente a los elementos de la responsabilidad disciplinaria 

Frente a los elementos dela responsabilidad disciplinaria, no se comparte la forma como 

estos fueron interpretados y aplicados toda vez que, considerando: 

 

Respecto a la conducta. 

Se acusó y sancionó a mi representado de haber injuriado lanzando aseveraciones 

degradantes contra un funcionario judicial, aspecto que no es real toda vez que, el escrito 

contentivo de la recusación no contiene ninguna palabra que pueda tomarse como agravio 

y de existir, estas no son atribuibles al investigado toda vez él no fue quien  suscribió el 

documento, por tanto, de forma razonable se puede aseverar no existió conducta alguna 

por parte de mi representado que pueda constituir hechos disciplinariamente relevantes. 
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Respecto a la tipicidad 

Se investigó y sancionó a mi representado por haber incurrido en la falta contemplada en 

el artículo 32 de la Ley 1123 de 2007, consistente en: 

 

Injuriar o acusar temerariamente a los servidores públicos, abogados y demás 

personas que intervengan en los asuntos profesionales, sin perjuicio del derecho de 

reprochar o denunciar, por los medios pertinentes, los delitos o las faltas cometidas 

por dichas personas. 

 

Falta que resulta totalmente atípica ya que, el investigado injurió ni acusó a funcionario 

judicial alguno, puesto que el escrito origen de este trámite disciplinario no fue suscrito 

por él y de haber sido suscrito este no contiene ninguna injuria ni acusación como lo 

asevera el honorable Magistrado, asimismo la recusación resulta el medio idóneo y 

pertinente para reprochar o denunciar la situación irregular por parte de un funcionario 

judicial competente, ese es el objeto de esta figura que se realiza como mecanismo de 

defensa de los derechos y protección del debido proceso. 

 

Por otro lado, para establecer la tipicidad, se requiere examinar los elementos del tipo 

aplicables para el mandato de tipificación en materia disciplinaria, tal como lo ha dicho la 

corte Constitucional en sentencias C 564 de 2000, C921 de 2001  y C713 de 2012, donde 

han sido enfática en decir que, la norma no describe unos comportamientos definidos, 

sino que las definiciones de la norma pueden cubrir múltiples conductas y su proceso de 

adecuación debe contar así con la misma o con una rigurosidad aun mayor que en el 

proceso penal, donde deben tenerse en cuenta los mismos componentes del tipo, como lo 

son los sujetos, verbos rectores y auxiliares, complementos subjetivos y normativos 

llegando a un nivel de cobertura legal adecuada suprema donde no puede quedar duda 

alguna que la conducta realizada por el investigado está prevista por el mandato de 

tipificación utilizado 

En el mandato de tipificación encontramos verbos rectores alternativos los cuales son; 
Injuriar o acusar de los cuales ninguno subsume conducta alguna atribuible a mi 
defendido, toda vez que, máximo se podría hablar de un respaldo o aprobación por parte 
del investigado, pero nunca que el documento haya sido de su autoría. 
 
Frente a la antijuricidad.  
El honorable Magistrado afirmó: 
 

“la referida conducta es antijurídica, por cuanto con ella se incurrió en el 
quebrantamiento sustancial del deber consagrado en el artículo 28, numeral 7° 
ibídem, sin que la justificación presentada pueda eximir de responsabilidad al 
abogado investigado. Se deriva de lo anterior, que el comportamiento descrito se 
adecúa en sede de antijuridicidad, en tanto, el ilícito disciplinario comporta un 
quebrantamiento sustancial y no la mera desobediencia formal del deber funcional, 
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conforme lo dispone el artículo 4° de la Ley 1123 de 2007, esto es, que la conducta 
enjuiciada haya desconocido uno de los parámetros establecidos como deber en la 
referida Ley, sin justificación, lo que se traduce en la comisión de una falta 
disciplinaria4.” 

 
Con esta afirmación el honorable Magistrado ponente desconoce que, en materia 
disciplinaria jurisdiccional, el término antijuricidad debe entenderse como se aplica 
jurídicamente en el derecho penal que es la otra área donde se usa, por tanto y acudiendo 
a las  palabras del Consejo Superior de la Judicatura, la antijuridicidad “exige que la 
conducta en realidad y de manera efectiva vulnere los intereses o valores protegidos que 
subyacen en la norma sancionatoria, esto es, que de la antijuridicidad formal es preciso 
su complementación con una sustancial, donde [el objeto de protección] de la infracción 
disciplinaria se vea en realidad afectado5 (Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, sentencia del 27 de octubre de 1993, rad. 1803-288-1, M.P. 
Edgardo José Maya Villazón), es decir, que se requiere que se ponga en peligro el deber 
cuestionado, incluso en vez de exigirse una afectación sustancial, esta debe llegar a un 
punto de ser material, ya que se está hablando de antijuricidad no de ilicitud sustancial. 
La antijuricidad exige que la acción desplegada por el sujeto disciplinable debe infringir 
el deber contenido en la norma, no solo coincidir con la descripción de la infracción 
sustancial a un deber, que es antijuricidad formal, por lo tanto tipicidad y antijuridicidad 
se encuentran inescindiblemente unidas6 (Viceprocuraduría General de la Nación, Carlos 
Arturo Gómez Pavajeau. Fallo de única Instancia del 31 de octubre de 2001, Exp. 001-
22413-99. En el mismo sentido, Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 
Universidad Externado de Colombia, Edición tercera Bogotá 2004. pp 222.) 

La antijuridicidad contenida en el artículo 4º de la Ley 1123 de 2007, establece como falta 
a la conducta realizada por los abogados afectando injustificadamente algunos de sus 
deberes profesionales. Resaltando en  ella entonces el valor del acto como valor del 
resultado, lo cual significa que no tiene cabida dentro de nuestro ordenamiento jurídico, 
que se asuma como un mero concepto formal  ya que no permite que la conducta sea 
sancionada en tanto que para ello requiere que exista un resultado que trascienda a los 
intereses de la sociedad y en tal sentido que exista una viva lesión al bien jurídico tutelado, 
pero también exige el estudio de la procedencia o no de causales eximentes de 
responsabilidad en materia disciplinaria7 (Sentencia 2014-00170 de abril 20 de 2016, 
Consejo Superior de la Judicatura, Sala disciplinaria, Rad.: 050011102000201400170 01, 
Magistrado Ponente: Camilo Montoya Reyes.) 

Así lo expongo en la página 196 de la obra manual de procedimiento disciplinario régimen 
general y especial editorial Leyer 2021. 
Examinando entonces los hechos, como ya se expuso en el aparte anterior no existe 
prueba alguna que evidencie resultó afectada la administración de justicia o el usuario, ya 

                                            
4 Ver folio 54 de la Sentencia N°0057 
5 Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, sentencia del 27 de octubre de 1993, 
rad. 1803-288-1, M.P. Edgardo José Maya Villazón. 
6 Viceprocuraduría General de la Nación, Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Fallo de única Instancia del 31 de 
Octubre de 2001, Exp. 001-22413-99. En el mismo sentido, Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho 
disciplinario, Universidad Externado de Colombia, Edición tercera Bogotá 2004. pp 222. 
7 Sentencia 2014-00170 de abril 20 de 2016, Consejo Superior de la Judicatura, Sala disciplinaria, Rad.: 
050011102000201400170 01, Magistrado Ponente: Camilo Montoya Reyes. 
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que, como lo manifestó la sala plena de la corte suprema de justicia, en sentencia del 10 
de septiembre de 2020, con ponencia de la magistrada PATRICIA SALAZAR CUÉLLAR, 
dentro del expediente Exp. 11001 02 30 000 2020 00612 00, hace parte del debido 
proceso; (ii) la posibilidad de que las partes puedan cuestionar la imparcialidad y 
transparencia del servidor público que resulte competente según esos parámetros. 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos no ha sido ajena al asunto y por medio  
del auto 169 de 2009 referente a la imparcialidad en la administración de justicia  afirmó 
que “la imparcialidad implica que el juez o tribunal no tenga un interés directo o se 
encuentre involucrado en la controversia y cuando exista cualquier duda sobre su 
imparcialidad este debe separarse del conocimiento del asunto, la imparcialidad  o 
parcialidad del juez se corrobora a partir de ciertos hechos que pueden ser verificados, 
los cuales autorizan a sospechar sobre la imparcialidad” en el caso bajo estudio, entre 
otras cosas s e encuentra el hecho de admitirse una demanda en un término 
irracionalmente corto en comparación con el acostumbrado en todas las acciones 
judiciales. 
Como antecedente par se tiene la decisión de la Sala jurisdiccional disciplinaria del cesar, 
dentro del radicado N° 2019-003362 del 15 de julio de 2020, en asunto idéntico al que se 
investiga en el presente trámite, decidió la terminación anticipada, considerando “Cuando 
se acude a las herramientas legales para pretender subsanar los actos que se consideran 
afectan los intereses del cliente; y que además son contrarios al ordenamiento procesal, 
en principio, ese ejercicio profesional no aparece como contrario a la ética abogadil”, para 
que se de la antijuricidad no es suficiente el ponente afirme se infringió de manera 
sustancial el deber, sino que esta afectación debe estar suficientemente soportada, de lo 
contrario representaría la aplicación del régimen de responsabilidad objetiva,  el cual está 
proscrito en la materia. 
 
Todo lo anterior avizora una total ausencia de lesividad, principio sine qua non para la 
existencia de la antijuricidad, por el contrario, se denota, todos los actos realizados por mi 
representado iban dirigidos a proteger los intereses de su prohijado y en especial los 
derechos de una persona en estado de debilidad manifiesta que corría un peligro latente, 
por lo que incluso, de haberse presentado algún tipo de antijuricidad esta estaba 
justificada en la necesidad de amparar derechos fundamentales.  
Por lo esto se puede afirmar, mi representado no ha incurrido en ninguna conducta 
antijurídica. 
Con lo anterior sobra la valoración de culpabilidad, toda vez que esta es la definición del 
porque se realizó la conducta típica y determinar si la afectación a los deberes 
profesionales se puede justificar o no, al no existir tipicidad ni antijuricidad no es posible 
determinar el porqué de esto, sin embargo en aras de establecer la verdad procesal debe 
tenerse en cuenta que el dolo en materia disciplinaria no es solo realizar una conducta de 
forma consiente sino que   la determinación de esta esté dirigida a un resultado 
antijurídico, como puede establecerse en el presente caso, todas las actuaciones estaban 
dirigidas a la protección de derechos fundamentales, derechos que estaban siendo 
vulnerados por el operador judicial y así lo evidenció el nuevo despacho donde fue 
remitido el expediente una vez el Juez Bernardo se apartó del caso.  
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Referente a la culpabilidad 
 
El Magistrado ponente afirmó: 
 

“Desde el punto de vista de la Culpabilidad hay una acción que es dolosa, pues a 
sabiendas el abogado de cual, es la forma como se debe demostrar una casual de 
recusación, simplemente se limitó a hacer una aseveración sin fundamento y las 
cuales continúa haciendo en su defensa, cuando quiere ponderar que las actuaciones 
de parte del juez no están acorde a derecho, pues son irrelevantes a efectos de la 
recusación en sí que ello que se investiga aquí8.” 
 

Manifestando posteriormente 
 

“como quiera que se acreditó que el profesional del derecho actuó a sabiendas de que 
dicho comportamiento le estaba prohibido, y aun así decidió proceder de manera 
deliberada e incurrir en dichas acciones que contienen los elementos el animus 
injuriandi, que son las i) injurias y actuaciones temerarias contenidas en el escrito de 
recusación con fecha 08 de abril de 2019, dentro del radicado 76-147-31-84-001-
2019-00038-00, ii) el sujeto activo que es el togado (quien la ejecuta) en este caso el 
abogado Julio Cesar Valencia y iii) el sujeto pasivo (administración de justicia 
representada por un servidor de la rama judicial, esto es, el Juez 1° Promiscuo de 
Familia de Cartago9.” 

 
Con estas conclusiones el Magistrado ponente desconoce totalmente los elementos del 
dolo en materia disciplinaria ya que, como está suficientemente demostrado, la intención 
del escrito redactado y presentado por el señor PABLO GARCÍA, apoyado por el ahora 
investigado, tenían como única pretensión amparar los derechos de una persona en 
estado de indefensión o debilidad manifiesta, nunca la de afectar o agraviar al funcionario 
judicial, cuando el ponente afirma se dan los elementos del animus injuriandi, se aleja de 
la realidad toda vez que, para que estos se den debe demostrarse el único interés de la 
acción es causar una afectación a un sujeto pasivo valiéndose de manifestaciones falsas, 
temerarias o injuriosas, elementos que no se dan en el presente asunto. 
 
Referente a los criterios utilizados para graduar la sanción 
 
El Magistrado ponente, como motivación para la graduación de la sanción consideró: 

 
“En relación con la graduación de la sanción, el artículo 40 de la Ley 1123 de 2007, 
establece: 
Artículo 40. SANCIONES DISCIPLINARIAS. El abogado que incurra en cualquiera de 
las 

                                            
8 Ver folio 16 de la sentencia N°0057 
9 Ver folio 50 del fallo 
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faltas reseñadas en el título precedente será sancionado, con censura, multa, 
suspensión o exclusión del ejercicio de la profesión, las cuales se le impondrán 
atendiendo a los criterios de graduación establecidas en este código. 
 
8.1. TRASCENDENCIA SOCIAL. La administración de justicia, es una función pública 
a cargo del Estado, a la cual le corresponde hacer efectivos los derechos, obligaciones, 
garantías y libertades consagradas en la Constitución y la ley, con el fin de realizar 
la convivencia social y lograr y mantener la concordia nacional (art. 1 ley 270 de 
1996) cuyos términos se deben observar con diligencia, bajo los principios de pronta 
y eficacia de administración de justicia, cuyo incumplimiento debe ser sancionado, 
como lo consagra el art 228 de la CN. Por lo cual, corresponde a los abogados, 
observar, al ser coadministradores de justicia (art. 1° decreto 196 de 1971), por 
consiguiente, injuriar y acusar temerariamente a los servidores públicos afecta a la 
administración de justicia, pues se espera que el profesional actúe de con mesura, 
respeto y con obediencia a las normas consagradas en la ley 1123 de 2007, 
defraudando con su conducta conectar de la administración de justicia. 
 
8.2. PERJUICIOS CAUSADOS. A criterio de la sala, se causan perjuicios morales a la 
administración de justicia en cabeza del Juez Juzgado Primero Promiscuo de Familia 
de Cartago, Dr. Bernardo López y al Sr. Alonso de Jesús García, pues con su actuar 
dejó el buen nombre, reputación y calidad de persona en entredicho, generando un 
daño al acusarlo de realización situaciones que iban en contravía de la ley y la 
administración de justicia, sin un sustento probatorio suficiente. 
 
7.3. LA GRAVEDAD DE LA CONDUCTA. Estamos en presencia de la acción de un 
profesional del derecho cuya modalidad de conducta es dolosa que se traduce en 
injuriar o acusar temerariamente los servidores públicos que intervengan en los 
asunto profesionales, siendo dicha faltas calificada como grave, pues surge evidente 
el injustificado incumplimiento por parte del letrado de lo consagrado en el Estatuto 
Deontológico del Abogado, en el artículo 28, numeral 7° puesto que, las conductas 
sancionadas resultan de suma gravedad, teniendo en cuenta que resultó afectados 
por dicho incumplimiento, tanto el Sr. Alonso de Jesús García y como la 
administración de justicia.”10 

 
 
Afirmando el asunto en cuestión fue de trascendencia social desconociendo lo que 
representa este criterio que no es otra cosa que, la conducta investigada haya trascendido 
a la comunidad en general causando repudio y afectación al ejercicio de una profesión o 
institución, asunto que es imposible cuando de un hecho solo pueden dar cuenta no más 
de un puñado de personas que no es comparable con la trascendencia generada por la 
“presunta” violación de una niña de 9 años por parte de un funcionario judicial que tenía 
la obligación de velar por sus derechos al ejercer en la jurisdicción de familia, motivado 
por el cobro de actuaciones irregulares en el ejercicio de la función, eso sí es trascender 
socialmente habida cuenta de la cobertura en los medios de comunicación, pero de un 

                                            
10 Ver folio 55 del fallo apelado 
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hecho del que pocas personas se enteraron y no tuvo ninguna repercusión jamás se podrá 
alegar la trascendencia social. 
 
Asegura el ponente se causaron unos perjuicios morales a la administración de justicia en 
cabeza del Juez Juzgado Primero Promiscuo de Familia de Cartago, Dr. Bernardo López y 
al Sr. Alonso de Jesús García, lo cual tratándose de un proceso judicial no puede estar a 
consideración o al parecer del Magistrado ponente sino que deben demostrarse y tasarse, 
por lo que no es suficiente el simple parecer o la manifestación del juzgador, en el proceso 
no se observa prueba alguna tendiente a demostrar o tasar los perjuicios morales de los 
que habla el ponente  y esa afirmación incurre en la aplicación del régimen de 
responsabilidad objetiva por tanto resulta violatorio de todas las garantías procesales 
tenerla como ciertas sin haber sido debatidas en los estrados judiciales, afirmaciones que 
ratifica cuando se refiere a la gravedad de la conducta al referir se afectó tanto el Sr. 
Alonso de Jesús García y como la administración de justicia, por el mero hecho de así 
considerarlo de forma personal. 
 
Violación de garantías convencionales y constitucionales  
 
El fallo aquí apelado, fue proferido por el Honorable Magistrado GUSTAVO ADOLFO 
HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ, en condición de Magistrado ponente, habiendo sido el mismo 
quien conoció del proceso en la etapa de instrucción sin tener en cuenta el contenido del 
Acuerdo PCSJA22-11941 del 28 de marzo de 2022, por medio del cual se garantiza la 
separación de las funciones de instrucción y juzgamiento en las comisiones seccionales de 
disciplina judicial, acuerdo en el cual, en el literal b y c del artículo 2, contempló: 
 
 

 
 
Afirman algunos funcionarios de la jurisdicción este acuerdo solo es aplicable a los 
procesos regidos por la Ley 1952 de 2019 a pesar del mismo no hacer diferenciación, 
olvidando, las garantías convencionales y constitucionales son aplicables para todos los 
sujetos procesales sin importar si existe o no una norma específica que lo exija en la 
materia, esta aplicación de garantías fue lo que llevó al legislador a expedir la ley 906 de 
2004 que introduciría el sistema acusatorio a la jurisdicción penal, el considerar, los 

mailto:Andresflorezh@gmail.com


Andrés Flórez Heredia 
Especialista en Derecho Sancionatorio 

Magister en Derecho Disciplinario 

2023 

 

 

Cel. +57 3177782879 

Andresflorezh@gmail.com 

funcionarios públicos tienen derecho a ser juzgados por un juez imparcial distinto a quien 
instruyó el proceso y los abogados no, resulta discriminatorio y violatorio de todas las 
garantías reconocidas por Colombia obrantes en la Convención Americana de Derechos 
Humanos, la Declaración de Principios Básicos sobre la Función de los Abogados11 y la 

Constitución Política. 
 
Por tanto, el Magistrado instructor se encontraba impedido para fungir como ponente en 
la sentencia, por lo que resulta irregular la forma en que se procedió. 
 
  
Anexo: Documento de recusación, aclarando no se trata de incorporar una prueba en este 
momento procesal, toda vez este documento fue el soporte de la compulsa de copias y 
fundamento de todas las decisiones del Magistrado ponente, que extrañamente o por falta 
de atención de esta defensa no lo pudo encontrar en el expediente puesto a disposición 
por el despacho y se considera es fundamental el juzgador de segunda instancia lo tenga 
presente. 
 
Atentamente. 
 
 

 
  
 

ANDRÉS FLÓREZ HEREDIA  
C.C. No. 14.836.075 de Cali (Valle).  
T.P. No. 180.022 del C.S.J.  

 

                                            
11 Aprobados por el octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del delito y Tratamiento  del 
delincuente, celebrado en la Habana (Cuba) del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990, puede consultarse 
en: https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/basic-principles-role-
lawyers#:~:text=Los%20abogados%2C%20al%20proteger%20los,y%20las%20reglas%20y%20normas 
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